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OBJECIÓN PRESIDENCIAL AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 157 DE 2024 CÁMARA, 138 DE 2025 SENADO
por medio de la cual se ordena la realización del registro poblacional de la mujer minera 

colombiana y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 27 de julio de 2026.
Doctor
NICOLÁS ANTONIO BARGUIL CUBILLOS

Presidente

Cámara de Representantes

Congreso de la República de Colombia

E. S. D.

Referencia: Proyecto de Ley 157 de 2024 Cámara, 138 de 2025 Senado, por medio 
de la cual se ordena la realización del registro poblacional de la mujer minera colombiana 
y se dictan otras disposiciones.

Asunto: Objeciones gubernamentales por inconstitucionalidad parcial e inconveniencia 
del proyecto de ley de la referencia.

Respetados presidentes del honorable Senado de la República y de la honorable 
Cámara de Representantes.

Con fundamento en los artículos 165, 166, 167, 200 y 241.8 de la Constitución Política, el 
Gobierno nacional respetuosamente se permite objetar por razones de inconstitucionalidad 
e inconveniencia el Proyecto de Ley 157 de 2024 Cámara, 138 de 2025 Senado, por 
medio de la cual se ordena la realización del registro poblacional de la mujer minera 
colombiana y se dictan otras disposiciones, y, en consecuencia, que el mismo se devuelva 
a la cámara en que tuvo origen, sin la correspondiente sanción presidencial, para que se 
surta el trámite previsto en la Constitución Política y en la Ley 5a de 1992.

Las objeciones que se formulan son parciales y se circunscriben, en cuanto la 
inconstitucionalidad, al artículo 3° del proyecto de ley, específicamente a las definiciones 
de “Mujer Minera Colombiana” y “Mujer Minera de Subsistencia”, en cuanto 
emplean la expresión “persona del sexo femenino” como criterio de identificación de 
la población destinataria de la iniciativa. A juicio del Gobierno nacional, dicha fórmula 
resulta constitucionalmente problemática, en tanto adopta una noción restringida de mujer 
que no se armoniza con el desarrollo constitucional, legal y jurisprudencial vigente en 
materia de identidad de género, igualdad material, dignidad humana y no discriminación.

Debe precisarse desde el inicio que el Gobierno nacional no desconoce la importancia 
del propósito general de la iniciativa. Por el contrario, comparte la necesidad de visibilizar 
la participación de las mujeres en la actividad minera, producir información suficiente 
sobre sus condiciones sociales, económicas y laborales, y avanzar en la formulación de 
políticas públicas con enfoque diferencial. Sin embargo, una medida que busca corregir 
brechas históricas no puede estructurarse a partir de una definición que, por su rigidez, 
puede terminar excluyendo a mujeres que también hacen parte de la realidad minera del 
país y que enfrentan formas específicas de discriminación, informalidad, precariedad 
laboral o invisibilización institucional.

Adicionalmente, se formulan objeciones por inconveniencia frente a la redacción 
técnica de las definiciones contenidas en los artículos 2°, 4° y 6° toda vez que estas no 
delimitan con suficiente claridad las distintas formas de participación de las mujeres en 
la cadena minera, no armonizan de manera adecuada la noción de mujer minera con el 
régimen jurídico y técnico vigente en materia de minería de subsistencia, barequeo, pequeña 
minería y procesos de formalización, ni permiten evidenciar las diferentes realidades de las 
mujeres mineras y sus situaciones de vulnerabilidad. Esta falta de precisión puede afectar 
la calidad del registro, dificultar su implementación y generar problemas de focalización 
en las políticas públicas que se diseñen a partir de sus resultados.

Las objeciones se fundamentan en las siguientes razones:

I.	 OPORTUNIDAD

Las objeciones por inconstitucionalidad o por inconveniencia deben presentarse dentro 
de los plazos fijados en el artículo 166 de la Constitución Política. De acuerdo con esta 
disposición, el Gobierno dispone del término constitucional de seis (6) días para devolver 
con objeciones cualquier proyecto cuando no conste de más de veinte artículos; de diez 
(10) días, cuando el proyecto contenga de veintiuno a cincuenta artículos; y hasta de veinte 
(20) días cuando los artículos sean más de cincuenta. La misma norma superior establece 
que, si las cámaras entran en receso dentro de dichos términos, el presidente tendrá el 
deber de publicar el proyecto sancionado u objetado dentro de aquellos plazos.

Teniendo en cuenta: (i) que el Proyecto de Ley de la referencia fue recibido en el 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República el 17.07.2026, según 
consta en la comunicación S.G.2-1185/2026 y en la certificación de recibido EXT26-
00111741; y que (ii) el precitado proyecto de ley tiene menos de veinte (20) artículos, el 
término para objetar es de seis (6) días hábiles. En obedecimiento a lo previsto en el inciso 
tercero del artículo 166 de la Constitución Política, el Presidente de la República procede 
a publicar el proyecto objetado dentro del plazo señalado.
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II.	 DE LAS OBJECIONES

Artículos del proyecto respecto de los cuales se plantean las objeciones por 
inconstitucionalidad e inconveniencia.

A continuación, se transcriben los apartes del articulado del proyecto de ley respecto 
de los cuales se formulan las presentes objeciones:

“Artículo 2°. Registro poblacional. El registro poblacional será el mecanismo que 
permita recopilar, producir y sistematizar información sobre la situación actual de las 
mujeres mineras en Colombia, con el fin de diseñar cursos de acción focalizados hacía 
este grupo poblacional y priorizar ordenes de atención para su núcleo familiar en función 
de su grado de vulnerabilidad.

Parágrafo. Dicho registro poblacional de la mujer minera colombiana será llevado a 
cabo por el Ministerio de Minas y Energía y las entidades adscritas que este Ministerio 
determine. La Unidad de Planeación Minero Energética (UPME), el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), el Ministerio del Interior y la Agencia 
Nacional de Minería, en el marco de sus competencias prestarán asistencia técnica, para 
la realización del registro poblacional que deberá actualizarse periódicamente.

Los recursos para la elaboración del registro poblacional de la mujer minera 
colombiana, serán asignados desde el Presupuesto General de la Nación al Ministerio de 
Minas y Energía, de conformidad con la disponibilidad existente tanto en el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, como en el Marco de Gasto de Mediano Plazo del sector respectivo.

Artículo 3°. Definiciones. Para efecto de lo dispuesto en la presente ley, se tendrán 
en cuenta las definiciones consagradas en la Resolución número 40599 de 2015 y sus 
modificaciones expedidas por el Ministerio de Minas y Energía, así como las siguientes:

Mujer Minera Colombiana: Persona del sexo femenino que realiza labores de 
exploración, explotación, transporte, aprovechamiento, trasformación, comercialización 
y beneficio de los recursos minerales no renovables que se encuentran en el suelo y 
subsuelo, sean propiedad de la nación o privados, así como actividades de administración 
y gerencia de empresas mineras.

Mujer Minera de Subsistencia: Persona del sexo femenino que dedica su fuerza 
de trabajo a la extracción de algún mineral, mediante métodos rudimentarios o a la 
explotación de pequeña minería de aluvión, más conocida como barequeo, involucrándose 
en fa extracción ocasional de arcillas o lavado de tierras en sus distintas formas, que en 
asocio con algún familiar o con otras personas generan ingresos de subsistencia.

Artículo 4°. Componentes del registro poblacional de la mujer Minera colombiana. 
El registro poblacional que trata la presente ley comprenderá de manera detallada 
las dimensiones sociales, económicas y culturales de las mujeres mineras y mineras 
de subsistencia, en aspectos tales como: salud, vivienda, cuidado, labores del hogar, 
educación, empleo, participación política, medio ambiente, entre otros, que den cuenta de 
su condición socioeconómica.

Dentro de las variables a ser incorporadas en el registro poblacional se encuentran:

i)	 la zona en la que desarrolla su actividad;

ii)	 eslabón productivo en el que participa,

iii)	 los instrumentos de extracción o recolección que utiliza,

iv)	 el estado de riesgo de estos;

v)	 periodicidad del ejercicio de la actividad,

vi)	 caracterización socioeconómica y fuentes de ingresos,

vii) características sociodemográficas del núcleo familiar y su composición;

viii)	 participación en organizaciones asociativas;

ix)	 condiciones de acceso al mercado y la comercialización de los minerales, entre 
otras.

x)	 Enfoque poblacional. Especificar si hacen parte de la población campesina.

xi)	 Nivel de escolaridad o formación.

Parágrafo. Para el diseño de los protocolos y de los criterios de información sociales, 
económicos, ambientales y culturales, el Ministerio de Minas y Energía o la entidad 
adscrita que este determine, realizarán convocatoria amplia, publicitada y abierta, donde 
se invitará a las mujeres mineras, así como a diversas organizaciones de la sociedad civil 
que representen sus intereses, para la cocreación de estos instrumentos estadísticos.

(…)

Artículo 6°. Mecanismos legislativos y ejecutivos. Teniendo en cuenta los resultados 
del registro poblacional ordenado en la presente ley, el Gobierno nacional a través 
del Ministerio del Interior y el Departamento Administrativo de la Función Pública 
propondrán y adoptarán, de acuerdo con sus competencias, las medidas legislativas y 
administrativas que garanticen y promuevan el derecho al trabajo de la mujer minera, de 
conformidad con el Plan Decenal de Política Pública para la Mujer Minera Colombiana”.

A continuación, se exponen las razones que fundamentan las objeciones.

1.	 Objeción por inconstitucionalidad frente a la expresión “persona del sexo 
femenino” del artículo 3°.

El derecho a la identidad de género tiene sustento constitucional en los derechos a 
la dignidad humanar establecido en el artículo 1° de la Constitución Política, el derecho 
a la igualdad contenido en el artículo 13 de la Carta Política, el derecho a la intimidad, 
establecido en el artículo 15 y el libre desarrollo de la personalidad establecido en el 
artículo 16 de la Constitución.

De cara al bloque de constitucionalidad, el artículo 7° de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, establece que: “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin 
distinción, derecho a igual protección de la ley, Todos tienen derecho a igual protección 
contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 
discriminación.”

Por su lado, el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, dispone 
que: “Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual 
protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a 
todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.

El artículo 1.1. de la Convención Americana de Derechos Humanos, consagra que: 
“1. Los Estados Parte en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

Así, en relación con el reconocimiento constitucional de derechos a favor de las 
mujeres, debemos precisar que el ordenamiento jurídico colombiano ha desarrollado 
herramientas normativas y jurisprudenciales para el reconocimiento y la protección de 
personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas.

Para la jurisprudencia constitucional28, la identidad de género es un derecho 
fundamental que, en cuanto tal, le impone a la sociedad y al Estado el deber de tratar a la 
persona de un modo congruente y respetuoso de la visión que tiene de sí misma. La Corte 
Constitucional se refirió a las dos fases de consolidación de la identidad de género: la 
interna y la externa.

En la dimensión interna, la identidad de género materializa los derechos al libre 
desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana, puesto que se trata de “un proceso 
previo, íntimo y personal, de definición de los rasgos esenciales de la personalidad que 
constituirán el soporte del proyecto de vida que pretende desarrollar el individuo”29; 
mientras que, en la segunda fase, esto es, en la aproximación externa, se hace referencia 
a la proyección de la persona hacia la sociedad de su ser, es la potestad de establecer la 
forma como la persona quiere exteriorizar al mundo sus particularidades. Esta fase se 
interrelaciona con el derecho a la personalidad jurídica, a partir del “respeto que el Estado 
y fa sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada 
persona”30. Por ello se ha considerado que el citado derecho “resulta convergente con el 
derecho a tener y exhibir una identidad de género”31.

De este modo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional32, ha reparado en que la 
identidad de género se consolida a partir de las vivencias y las experiencias personales e 
internas de cada ser humano, respecto de las diversas opciones que tiene para consolidar 
su ser en función de él.

Así, en el marco de cualquier iniciativa normativa que implique acciones afirmativas a 
favor de las mujeres en Colombia, deberán valorarse factores de interseccionalidad, entre 
las que se encuentran claramente las identidades de genero diversas.

El artículo 3° del proyecto de ley define a la mujer minera colombiana y a la mujer 
minera de subsistencia a partir de la expresión “persona del sexo femenino”. Aunque 
dicha fórmula podría parecer, en principio, una manera descriptiva de identificar a las 
28	  	 Corte Constitucional:, sentencias T-143 de 2018 y T-443 de 2020.
29	  	 Corte Constitucional, Sentencia T-1033 de 2008.
30	  	 Corte Constitucional, Sentencia T-1033 de 2008.
31	  	 Corte Constitucional, Sentencia T-033 de 2022.
32	  	 Sentencias T-918 de 2012, T-231 de 2013, T-063 de 2015, T-099 de 2015, T-498 de 2017, T-447 

de 2019 y T-033 de 2022.
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destinatarias de la iniciativa, lo cierto es que su incorporación en una norma legal de 
acción afirmativa genera un problema constitucional relevante.

La expresión parte de una comprensión exclusivamente biológica del concepto de 
mujer y, por esa vía, deja por fuera otras dimensiones que el ordenamiento constitucional 
colombiano ha reconocido como esencia les para la protección de la identidad, la dignidad 
humana, el libre desarrollo de la personalidad y la igualdad real y efectiva.

En efecto, el artículo 13 de la Constitución Política no se agota en una cláusula de 
igualdad formal ante la ley. Por el contrario, impone al Estado la obligación de promover 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, así como adoptar medidas en favor 
de grupos discriminados o marginados. En materia de género, esta obligación supone 
reconocer que las desigualdades no se corrigen únicamente con tratamientos idénticos, 
sino mediante medidas capaces de remover barreras históricas, sociales, económicas e 
institucionales que han limitado el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres. Por 
ello, cuando el legislador diseña una acción afirmativa, debe hacerlo de manera cuidadosa, 
evitando que la medida termine reproduciendo exclusiones dentro del mismo grupo que 
busca proteger.

La expresión “persona del sexo femenino” desconoce ese mandato de igualdad 
material, porque reduce el alcance de la categoría “mujer” al sexo asignado al nacer y no 
incorpora una comprensión amplia de la identidad de género. Esta omisión resulta especial 
mente problemática si se tiene en cuenta que el propio objeto del proyecto consiste en 
construir un registro poblacional de mujeres mineras para orientar planes, programas, 
proyectos y una política pública con enfoque diferencial. Sí el registro se construye desde 
una definición restrictiva, la información que produzca también será incompleta, pues 
no reflejará de manera adecuada la diversidad de mujeres que participan en la minería 
colombiana.

El problema no es meramente terminológico. En la práctica, una definición limitada 
a “persona del sexo femenino” puede excluir a mujeres trans y a mujeres con identidades 
de género diversas que participan en actividades de exploración, explotación, beneficio, 
comercialización, barequeo, minería de subsistencia, procesos de formalización, 
administración, asociatividad o liderazgo comunitario en territorios mineros, Estas 
mujeres también pueden enfrentar barreras de acceso a la formalización, a la protección 
laboral, a la seguridad social, a la asistencia técnica, a la participación institucional y a la 
protección frente a violencias o discriminaciones en entornos productivos tradicionalmente 
masculinizados.

Por lo anterior, una ley que pretende visibilizar y caracterizar a las mujeres mineras no 
debería adoptar una fórmula que cierre el universo de protección a una lectura puramente 
biológica del sexo. Tal restricción no guarda una relación necesaria ni proporcional con el 
fin perseguido por el proyecto. El objetivo de la iniciativa no es clasificar biológicamente 
a las personas, sino identificar a quienes, en su condición de mujeres, participan en la 
actividad minera y requieren medidas de reconocimiento, caracterización, acompañamiento 
y política pública. En ese sentido, el criterio constitucionalmente relevante no debería ser 
el “sexo femenino”, sino la condición de mujer en el marco de una comprensión plural, 
incluyente y respetuosa de la identidad de género.

La Corte Constitucional ha reconocido que el principio de igualdad entre hombres 
y mujeres no exige una posición neutral frente al género, sino la adopción de medidas 
que permitan corregir desigualdades reales. Sin embargo, esa misma finalidad impide que 
el legislador adopte definiciones que aparentan proteger a las mujeres, pero que, en su 
formulación, pueden infravalorar o excluir a algunas de ellas. En este caso, la categoría 
utilizada por el artículo 3 no solo es limitada frente al desarrollo constitucional de la 
identidad de género, sino que también reduce la capacidad del Estado para diseñar una 
política pública realmente diferencial, en tanto invisibiliza parte de la población que 
pretende caracterizar.

En consecuencia, el artículo 3° del Proyecto de Ley incurre en una omisión legislativa 
relativa, pues regula una medida dirigida a un grupo históricamente discriminado -las 
mujeres mineras-, pero omite incluir dentro de su ámbito de protección a mujeres con 
identidades de género diversas que se encuentran en una situación comparable respecto 
del objeto de la ley. La exclusión no tiene una justificación constitucional suficiente, 
no resulta necesaria para el funcionamiento del registro y, por el contrario, contradice 
la finalidad misma de la acción afirmativa. En lugar de ampliar la capacidad estatal de 
reconocimiento y protección, la disposición puede consolidar una barrera normativa de 
acceso a la información, a la caracterización y a las medidas de política pública que se 
deriven del registro.

Así las cosas, la expresión “persona del sexo femenino”, contenida en las definiciones 
de “Mujer Minera Colombiana” y “Mujer Minera de Subsistencia”, vulnera los artículos 1°, 
13 y 16 de la Constitución Política, en tanto desconoce la dignidad humana, el derecho a la 
igualdad material, el libre desarrollo de la personalidad y el reconocimiento constitucional 
de la identidad de género. También desconoce los compromisos del Estado colombiano 
en materia de eliminación de discriminaciones basadas en género, en la medida en que 
no adopta una fórmula normativa suficientemente amplia para garantizar que la acción 
afirmativa cobije a las mujeres en todas sus diversidades.

eliminación de discriminaciones basadas en género, en la medida en que no 
adopta una fórmula normativa suficientemente amplia para garantizar que la 
acción afirmativa cobije a ias mujeres en todas sus diversidades. 

2. Vulneración del artículo 151 superior en línea con lo dispuesto
en el artículo 7 de la ley 819 de 2003

El artícu!o 151 de ia Constitución Política «establece que corresponde al 
Congreso expedir leyes orgánicas en determ nadas materias, "a las cuales 
estará sujeto el ejercicio de la actividad legislativa". Por tal razón, ( .. ) dichas 
normas tienen una jerarquía superior a !as leyes ordinarias6 , son de carácter 
instrumental } y ocupan una posición organizadora en ei sistema jurídico8 , en 
tanto que establecen reglas que condicionan la validez de otras leyes al 
cumpilmiento de ciertos fines, principios y requisitos. En consecuencia, en el 
juicio de constitucionalidad las normas orgánicas constituyen parámetro de 
control, en la medida en que "e/ desconocimiento de una ley orgánica en el 
proceso de formación de la ley y en su contenido produce la violación del 
artículo 151 de la Constitución y1 por esa razón1 puede ser declarada 
ínexequible. '"1» 10. 

Igualmente 1 el artículo 151 superior «dispone que por medio de ieyes orgánicas 
se deben fijar ias normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
presupuesto de rentas y ley de apropiaciones. En tal virtud, ( ... ) el Congreso 
de la Repúbiica expidió la Ley 819 1 "[p]or la cual se dictan normas orgánicas 
en materia de presupuesto1 responsabiíídad y transparencia fiscal y se dictan 
otras dísposiciones". El articulo 7 de dicha normatividad exigió que durante el 
trámite de proyectos de ley11 que ordenen gastos u otorguen beneficios 
tributarios se debe analizar su mpacto fiscal y su compatibilidad con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo ( ... )»12 . 

La jurisprudencia constitucional se ha referido a la precitada exigencia dado 
que, como se anticipó, tratándose de normas orgánicas es ''parámetro de 

Corte Constitucional, sentencias C-1246 de 2001, C-072 de 2006, entre otras. 
- Ccrte ConsMucional, sentencia C-1042 de 2007.
ª Corte Const:tuc1onai, sentencia C-012 de 2006.
9 Corte CcnstirnciOna:, sentencias C-70G de 2010 y C-866 de 2010, esta última reiterada en sentencia C-
520 de 2019. 
'º Co!cmbia. Corte Constitucional. Sala plena, Sentenoa C-075 del 3 de marzo de 2022. magistrado ponente 
Alejando Linares Canl:iHo. Expeoíente D-14127 (AC). 
11 La norma tar:1bién impuso ,equisitos semejantes para el trámtte de ordenanzas y acuerdos, pero sobre 
estD'.ó no se refer·irá la Crnte por no se, un asunto de su competencia. 
12 Colombia. Corte Constitucional. Saío p!er,::i, Sentenc:a C-075 del 3 de marzo de 2022. magistrado ponente 
Alejando Linares Ca;,tilio. Expediente D-14127 (AC). 
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Decretos

DECRETO NÚMERO 0838 DE 2026

(julio 28)
por medio del cual se nombra un Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible ad hoc.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las conferidas por el numeral 1º del artículo 189 de la Constitución 
Política y la Ley 63 de 1923, y

CONSIDERANDO:
Que, el Consejo de Ministros en sesión del 17 de julio de 2026, con fundamento en 

el principio de verdad sabida y buena fe guardada consagrado en el artículo 8º de la Ley 
63 de 1923, aceptó el impedimento manifestado por la Ministra de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, doctora Irene Vélez Torres, para pronunciarse sobre renuncia presentada por 
ella misma como directora de la Agencia Nacional de Licencias Ambientales (ANLA).

Que, el artículo 8° de la Ley 63 de 1923 dispone que en caso que el ministro recusado, 
o cuyo impedimento fuese aceptado, hubiere de separarse del conocimiento del negocio, 
será el Presidente de la República quien adscriba la decisión del asunto a otro cualquiera 
de los ministros del Despacho.

Que, con fundamento en el precitado artículo, se estima pertinente nombrar al doctor 
Armando Alberto Benedetti Villaneda, actual Ministro del Interior, como Ministro de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible para los temas específicos señalados en el primer 
considerando del presente decreto.

Que, de acuerdo con lo anterior,
DECRETA:

Artículo 1º. Nombramiento de Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible ad 
hoc. Nombrar como Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible ad hoc, al doctor 
Armando Alberto Benedetti Villaneda, actual Ministro de Interior, identificado con cédula 
de ciudadanía número 72148060, para pronunciarse sobre renuncia presentada por la 
doctora Irene Vélez Torres, en su calidad de directora de la Agencia Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA).

Artículo 2º. Comunicación. Comunicar el presente acto por intermedio de la Secretaría 
General del Ministerio de Interior.

Artículo 3º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado a 28 de julio de 2026

GUSTAVO PETRO URREGO.

DECRETO NÚMERO 0849 DE 2026

(julio 28)
por el cual se adiciona la Sección 2 al Capítulo 4 del Título 4 de la Parte 1 del Libro 2 del 
Decreto 1081 de 2015, en lo relacionado con los lineamientos mínimos que deben prever 

los Programas de Transparencia y Ética Empresarial
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 

y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución, 
en desarrollo del artículo 34-7 de la Ley 1474 de 2011, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 333 de la Constitución Política establece, entre otros asuntos, que 

la actividad económica y la iniciativa privada son libres dentro de los límites del bien 
común. Asimismo, reconoce la libre competencia económica como un derecho que 
implica responsabilidades, y señala que la empresa cumple una función social que genera 
obligaciones. Finalmente, dispone que la ley puede limitar la libertad económica cuando 
sea necesario para proteger el interés social, el medio ambiente o el patrimonio cultural 
de la Nación.

Que el artículo 5º de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas e incorporada en el ordenamiento 
jurídico colombiano por medio de la Ley 970 de 2005 incluyó a título de medidas 
preventivas, entre otras: “2. Cada Estado Parle procurará establecer y fomentar prácticas 
eficaces encaminadas a prevenir la corrupción. // 3. Cada Estado Parte procurará evaluar 
periódicamente los instrumentos jurídicos y las medidas administrativas pertinentes a fin 
de determinar si son adecuados para combatir la corrupción”.

Que el artículo 12 de la mencionada Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción en lo concerniente al sector privado señala: “1. Cada Estado Parte, de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará medidas 


